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8. Que el Gobierno colombiano podrá subordinar la concesión de la extradición a las 
condiciones que considere oportunas, y en todo caso, para que pueda concederse la extradi-
ción, deberá exigir al Estado requirente, que la persona solicitada no vaya a ser juzgada por 
un hecho anterior diverso del que motiva la solicitud de extradición, ni sometida a sanciones 
distintas de las que se le hubieren impuesto en la condena, según lo prescribe el inciso 1° 
del artículo 512 de la Ley 600 de 2000.

9. El inciso 2° del artículo 512 de la Ley 600 de 2000 establece que si según la legislación 
del Estado requirente, al delito que motiva la extradición corresponde la pena de muerte, la 
entrega sólo se hará bajo la condición de la conmutación de tal pena.

La honorable Corte Constitucional, mediante sentencia C-1106 del 24 de agosto de 
2000, al decidir sobre la demanda de inconstitucionalidad en contra de, entre otros, el artí-
culo 550 del anterior Código de Procedimiento Penal (artículo 512 de la Ley 600 de 2000, 
actual artículo 494), resolvió:

“Tercero: Declarar exequible el primer inciso del artículo 550 del Código de Pro-
cedimiento Penal, así como el segundo inciso de la norma citada, pero este último bajo 
el entendido de que la entrega de una persona en extradición al Estado requirente, 
cuando en este exista la pena de muerte para el delito que la motiva, sólo se hará bajo 
la condición de la conmutación de la pena, como allí se dispone, e igualmente, también 
a condición de que al extraditado no se le someta a desaparición forzada, a torturas ni 
a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni a las penas de destierro, prisión 
perpetua y confiscación, conforme a lo dispuesto por los artículos 11, 12 y 34 de la 
Constitución Política”

Teniendo en cuenta que los delitos referidos en la solicitud formal no están sancionados 
con la pena de muerte, el Gobierno Nacional ordenará la entrega de este ciudadano bajo el 
compromiso por parte del país requirente, sobre el cumplimiento de las demás condiciones 
señaladas por la Corte Constitucional, en especial que no se le someta a la pena de prisión 
perpetua la cual está prohibida en la legislación colombiana.

Finalmente, como de la información allegada al expediente se puede constatar que el 
ciudadano Manuel Felipe Salazar Espinosa, se encuentra detenido a órdenes del Fiscal 
General de la Nación, por cuenta del trámite de extradición, debe señalarse que para acre-
ditar esa situación y hacerla valer en el exterior, el interesado podrá solicitar la constancia 
respectiva a la Fiscalía General de Nación por ser la entidad competente para esos efectos

Por lo expuesto,

RESUELVE:

Artículo 1º. Conceder la extradición del ciudadano colombiano Manuel Felipe Salazar 
Espinosa identificado con la cédula de ciudadanía 16341800, para que comparezca a jui-
cio en el Distrito Sur de Nueva York, por el Cargo Uno (Concierto para distribuir una 
sustancia controlada, específicamente, cinco kilogramos o más de cocaína, a sabiendas y 
con la intención de que dicha sustancia fuera ilegalmente importada a los Estados Unidos 
o dentro de una distancia de 12 millas de la costa de los Estados Unidos); el Cargo Dos 
(Distribución de una sustancia controlada, específicamente, cinco kilogramos o más de 
cocaína, a sabiendas y con la intención de que dicha sustancia fuera ilegalmente importa-
da a los Estados Unidos o dentro de una distancia de 12 millas de la costa de los Estados 
Unidos, y ayuda y facilitamiento de dicho delito) y por el Cargo Tres (Concierto para lavar 
dinero) referidos en la acusación sustitutiva número S3 05 Cr 517 dictada el 26 de julio 
de 2005, en la Corte Distrital de los Estados Unidos para el Distrito Sur de Nueva York; y 
en el Distrito Sur de Florida por el Cargo Uno (Concierto para importar a los Estados 
Unidos cinco kilogramos o más de cocaína), y por el Cargo Dos (Concierto para poseer 
con la intención de distribuir cinco kilogramos o más de cocaína) referidos en la Acusación 
número 05-20307- Cr-Graham, dictada el 12 de abril de 2005, en la Corte Distrital de los 
Estados Unidos para el Distrito Sur de Florida, pero únicamente por los hechos realizados 
con posterioridad al 17 de diciembre de 1997, fecha a partir de la cual se permite la 
extradición de ciudadanos colombianos.

Artículo 2º. Ordenar la entrega del ciudadano Manuel Felipe Salazar Espinosa, bajo 
el compromiso por parte del país requirente sobre el cumplimiento de las condiciones a 
que hace referencia el inciso 2° del artículo 512 de la Ley 600 de 2000, previa información 
al mismo de lo resuelto por la honorable Corte Constitucional en la sentencia C-1106 del 
24 de agosto de 2000.

Artículo 3º. Advertir al Estado requirente que el ciudadano extraditado no podrá 
ser juzgado ni condenado por un hecho anterior diverso del que motiva la presente 
solicitud, de conformidad con lo dispuesto por el inciso 1° del artículo 512 de la Ley 
600 de 2000.

Artículo 4º. Notificar la presente decisión al interesado o a su apoderado, haciéndole 
saber que contra la misma procede el recurso de reposición, el cual podrá interponer dentro 
de los cinco (5) días siguientes a su notificación.

Artículo 5º. Enviar copia auténtica de la presente Resolución, previa su ejecutoria, a la 
Oficina Asesora Jurídica y a la Dirección General de Asuntos Consulares y Comunidades 
Colombianas en el Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y al Fiscal General de 
la Nación para lo de sus competencias.

Artículo 6º. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese, notifíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 3 de marzo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

DECRETOS

DECRETO NUMERO 622 DE 2006

(febrero 28)

por el cual se declaran sin vigencia para Colombia el “Convenio Internacional de Consti-
tución de un Fondo Internacional de Indemnización de Daños Causados por la Contami-
nación de Hidrocarburos”, dado en Bruselas el 18 de diciembre de 1971, y el “Protocolo 
Correspondiente al Convenio Internacional sobre la Constitución de un Fondo Internacional 
de Indemnización de Daños Causados por la Contaminación de Hidrocarburos, 1971”, 

hecho en Londres el 19 de noviembre de 1976.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades que le otorga el 
artículo 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia y en cumplimiento de la 
Ley 7ª de 1944, y

CONSIDERANDO:

Que los instrumentos internacionales que por el presente Decreto se declaran sin vigen-
cia fueron aprobados mediante Ley 257 del 15 de enero de 1996, publicada en el Diario 
Oficial número 42.692 del 18 de enero de 1992, y revisada su constitucionalidad por la 
Corte Constitucional en Sentencia C-359/96 del 14 de agosto de 1996;

Que el 13 de marzo de 1997 el Gobierno Nacional depositó ante la Secretaría General 
de la Organización Marítima Internacional, OMI, el instrumento de adhesión a los citados 
instrumentos internacionales, los cuales entraron en vigor para Colombia el 11 de junio 
de 1997;

Que una vez perfeccionado el vínculo internacional de Colombia respecto de los men-
cionados instrumentos internacionales, y en cumplimiento del artículo 2º de la Ley 7ª de 
1944, el Gobierno Nacional los promulgó mediante Decreto 2784 del 20 de noviembre de 
1997;

Que la Ley 7ª del 30 de noviembre de 1944, en su artículo 4° dispone que cuando un 
Tratado, Convenio, Convención, etc., dejen de regir para Colombia por virtud de denuncia, 
caducidad o cualquiera otra causa, el Organo Ejecutivo dictará un decreto en que se declare 
esta circunstancia, con determinación de la fecha en que el Tratado dejó de tener vigencia 
para el Estado colombiano;

Que el Convenio Internacional de Constitución de un Fondo Internacional de Indem-
nización de daños causados por la contaminación de hidrocarburos, dado en Bruselas el 
18 de diciembre de 1971, dejó de estar en vigor general el 24 de mayo de 2002, fecha en 
la que el número de Estados Contratantes se redujo a menos de 25, de acuerdo con lo pre-
visto en el artículo 43.1 i) del Convenio del Fondo de 1971 en su forma enmendada por el 
Protocolo de 1992, y conforme con la información suministrada por el Secretario General 
de la Organización Marítima Internacional, OMI;

Que el 25 de enero de 2005 el Gobierno Nacional depositó ante la Secretaría General 
de la Organización Marítima Internacional, OMI, el instrumento de denuncia a dichos 
instrumentos internacionales,

DECRETA:

Artículo 1º. Declárense sin vigencia para Colombia, el “Convenio Internacional de 
Constitución de un Fondo Internacional de Indemnización de Daños Causados por la Conta-
minación de Hidrocarburos”, dado en Bruselas el 18 de diciembre de 1971, y el “Protocolo 
correspondiente al Convenio Internacional sobre la Constitución de un Fondo Internacional 
de Indemnización de Daños Causados por la Contaminación de Hidrocarburos, 1971”, hecho 
en Londres el 19 de noviembre de 1976.

Artículo 2º. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 28 de febrero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

DECRETO NUMERO 623 DE 2006

(febrero 28)

por el cual se declaran sin vigencia para Colombia el “Convenio Internacional sobre 
Responsabilidad Civil por Daños Causados por la Contaminación de las Aguas del Mar 
por Hidrocarburos”, hecho en Bruselas el 29 de noviembre de 1969, y el “Protocolo Co-
rrespondiente al Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil por Daños Causados 
por la Contaminación de las Aguas del Mar por Hidrocarburos, 1969”, hecho en Londres 

el 19 de noviembre de 1976.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades que le otorga el 
artículo 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia y en cumplimiento de la 
Ley 7ª de 1944, y

CONSIDERANDO:

Que los instrumentos internacionales que por el presente Decreto se declaran sin vigencia 
fueron aprobados mediante Ley 55 del 7 de noviembre de 1989, publicada en el Diario 
Oficial número 39.054 del 7 de noviembre de 1989;


